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El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquese el artículo 258 de la 
Constitución Política, como sigue:
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Una de las debilidades más profundas de la de-

mocracia colombiana, si no la más, es la histórica 
abstención electoral.

Las estadísticas electorales así lo muestran. 
Veamos el porcentaje de abstención en cada una 
de las siguientes elecciones presidenciales:

1958: 42.29% Alberto Lleras Camargo.
1962: 51.25% Guillermo León Valencia.
1966: 59.93% Carlos Lleras Restrepo.
1970: 47.47% Misael Eduardo Pastrana Bo-

rrero.
1974: 41.53% Alfonso López Michelsen.
1978: 59.66% Julio César Turbay Ayala.
1982: 50.24% Belisario Betancur Cuartas.
1986: 53.70% Virgilio Barco Vargas.
1990: 57.52% César Gaviria Trujillo.
1994: 66.05% (Primera vuelta) Ernesto Sam-

per Pizano.
1994: 56.68% (Segunda vuelta) Ernesto Sam-

per Pizano.
1998: 48.44% (Primera vuelta) Andrés Pastra-

na Arango.
1998: 59.01% (Segunda vuelta) Andrés Pastra-

na Arango.
2002: 53.53% Álvaro Uribe Vélez
2006: 54.95% Álvaro Uribe Vélez
2010: 50.70 % (Primera Vuelta) Juan Manuel 

Santos C. 
2010: 55.52% (Segunda Vuelta) Juan Manuel 

Santos C. 
Debido a estos niveles alarmantes de absten-

ción, podemos observar que por ejemplo en Co-
lombia con un censo electoral de 29’882.147 de 
ciudadanos aptos para votar, un presidente es 
elegido, como máximo con la participación de 11 
ó 12 millones de colombianos lo cual representa 
escasamente el 42% del censo electoral, a excep-
ción de la de este año –13’296.924– y si bien es 
cierto, reitero, en la última elección presidencial 
9’028.943 fueron las personas que depositaron 
su voto por el candidato, hoy elegido, correspon-
diendo esta cifra a la más alta votación que hasta 
ahora ha habido por candidato alguno, también lo 
es que esta cifra corresponde a solo el 30,2 por 
ciento de votantes potenciales. Y se mantuvo la 
abstención en un porcentaje que cobija el 51% 
de personas que religiosamente en cada elección 
practican el abstencionismo. Constituyéndose en 
una masa de ciudadanos indolentes para quienes 
no votar por una u otra razón constituye una au-
téntica virtud, porque sencillamente no les intere-
sa la política.
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lombiano está conformado:

1. País político= 30% de población electoral 
conformado por las personas con cultura política 
y conciencia cívica y por la burocracia estatal.

2. Abstencionismo coyuntural= 20% de pobla-
ción electoral conformada por aquellos que even-
tualmente salen a votar alentados y motivados en 
mayor o menor grado por las tesis y programas 
o por candidatos carismáticos que movilizan esta 
franja.

3. Abstencionismo estructural= 50% de pobla-
ción electoral conformado por la gran masa de 
desposeídos, marginados, desempleados o relega-
dos a actividades informales abandonados por el 
Estado. 

Todo lo anterior permite manifestar que los go-
bernantes en Colombia son elegidos en realidad 
por minorías, no por las mayorías establecidas se-
gún el principio democrático, lo cual actúa en de-
trimento de la legitimidad y la gobernabilidad de 
los gobernantes e instituciones que son resultado 
del proceso electoral. 

Además, la abstención en Colombia tiene otro 
tipo de efectos más propios y particulares. Los ba-
jos índices de participación permiten el funciona-
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corrupción. Ya que existe una alta relación entre 
los niveles de abstención y el monto de los recur-
sos públicos y privados que movilizan las maqui-
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gran parte de su tiempo a impedir que se amplíe 
este factor –la mayor complejidad de la sociedad, 
la “madurez política” de la misma– por ejemplo 
se mantienen mecanismos obsoletos en el sistema 
electoral, se inventan fórmulas para desconocer el 
voto de opinión y se amarra legalmente al Estado 
para que avale la intermediación clientelista. Es 
decir, la baja participación política en Colombia 
�	���	�	����
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naria clientelista no responsable.

Podría decirse que no hace falta aclarar las 
consecuencias negativas que ha traído para la 
Nación la práctica clientelista, pero es necesa-
rio hacer un pequeño sumario de las grandes 
�
��	
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	�������� ��	� 	���� 	
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sistema político ha traído a nuestro país. El pro-
tagonismo del clientelismo prolongó el uso in-
discriminado de los recursos del Estado como 
medio electoral y de negociación política en el 
Congreso, condiciones generadas a partir de la 
desafectación partidista y la repartición burocrá-
tica en el Frente Nacional, arrastrando tras de sí 
la debilidad política del Estado. 

En otras palabras, el clientelismo ha jugado 
históricamente un papel fundamental en la desins-
titucionalización y deslegitimación del Estado co-
lombiano. 

La convivencia permanente de variados inte-
reses en el poder estatal, sin otro elemento de co-
�	���
���	������	
	����������������!���������	��
fortalecimiento institucional del Estado. Además, 
la identidad entre el clientelismo y la política ale-
jó a los partidos de la preocupación por los pro-
blemas de la sociedad. El clientelismo, además, 
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incrementó los costos de funcionamiento del sis-
tema político en Colombia, basta con mencionar 
que nunca en la historia política de Colombia se 
había visto que los políticos invirtieran tanto di-
nero en las campañas como ahora. Denuncias y 
testimonios en todo el país dejan claro que en esta 
oportunidad las cuantiosas sumas invertidas en 
publicidad en general son tan solo los gastos de 
caja menor de millonarios presupuestos destina-
dos al proselitismo. 

Exceptuando el caso de algunos candidatos, en 
los pasillos del Congreso se calcula que los costos 
de las campañas se dispararon al punto que, un 
candidato a Cámara puede llegar a gastarse 2.000 
millones, y uno a Senado 5.000 millones. Mucho 
más del tope legal, que para Cámara oscila en-
tre 264 y 531 millones, dependiendo del Depar-
tamento, y que para Senado es de 675 millones. 
¿De dónde sale el dinero para que los aspirantes, 
que acuden a nueva formas de clientelismo basa-
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bitantes campañas? De varias fuentes. Como por 
	$	����&��	�������
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de los grupos armados ilegales, quienes no solo 
dan plata sino que también utilizan la intimida-
ción y el constreñimiento, basta con mencionar la 
parapolítica. Y, en tanto que sustituto institucional 
de facto del Estado, no tiene la capacidad de re-
solver realmente los problemas que caracterizan 
las áreas deprimidas, además de contribuir deci-
sivamente a la ilegitimidad de las reglas de juego 
���"����!����������������
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la arena política. Y si esto es lo que sucede en el 
Congreso peor es lo que ocurre en las elecciones 
locales y regionales para Alcaldes y Gobernado-
res, donde el imperio del dinero se hace sentir a 
través del cartel de los contratistas de obras públi-
cas o los concesionarios entre ellos, los de lico-
res, juegos y apuestas. Es así como los candidatos 
��	
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dores inescrupulosos de sus campañas que luego 
van a incidir en las decisiones de las Alcaldías y 
Gobernaciones, como lo ha evidenciado el país. 

Ahora conforme a nuestra Constitución Políti-
ca se determinan las siguientes clases de eleccio-
nes y votaciones populares: 

a) Presidente y Vicepresidente de la República.
b) Miembros del Congreso - Senadores y Re-

presentantes. 
c) Para autoridades Departamentales, munici-

pales y locales - Gobernadores, Diputados, Alcal-
des, Concejales Municipales y Distritales, Miem-
bros de las Juntas Administradoras Locales. 

d) Votaciones públicas para decidir en consul-
ta popular, plebiscito, referendo y revocatoria del 
mandato.

e) Las demás autoridades o funcionarios que la 
Constitución señale. 

Y en estas –elecciones– solo pueden participar 
los ciudadanos, es decir, los mayores de edad que 
disfruten plenamente de sus derechos políticos. 
Desde el punto de vista doctrinal, se reconoce que 
el proceso electoral se divide en varias etapas, que 
tienen también protección penal. Estas son: 

Etapa preparatoria-Convenciones Partidistas; 
Campaña Electoral; Votación; Escrutinios y De-
claración de Elección.

Y es un hecho notorio, que en forma previa a 
las elecciones, durante estas y después de estas se 
presente el fraude electoral que es la intervención 
deliberada en un proceso electoral con el propó-
������	����	��!��
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reales. Y para ello existen por decirlo de alguna 
manera varias técnicas que están, reitero, plena-
�	
�	� ��	
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"�� �� ��� ����
autoridades y pese a ello siguen practicándose. 
Mencionemos algunas:

Suplantación del elector, que consiste en que 
otra persona vota en lugar del elector, por ejemplo, 
personas que han fallecido; coacción al elector, 
para impedirle que libremente elija el candidato o 
una opción propuesta; robo de ánforas o paquetes 
electorales antes de que sean debidamente com-
putados; adulteración de las actas de la elección, 
�������
�������
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sustitución de paquetes electorales, actas; intro-
ducción de fajos de boletas previamente votadas 
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tura, partido u opción electoral (técnica conocida 
también como embarazo de urnas); caída de los 
sistemas de cómputo en red para confundir a la 
opinión pública y manipular los resultados elec-
trónicamente; utilización de recursos ilícitos para 
aumentar el gasto de campaña y obtener ventaja 
ilegal en la publicidad; complicidad con funcio-
narios de los procesos electorales para ocultar las 
evidencias del fraude electoral; intervención del 
gobierno, para favorecer a un candidato, partido 
o propuesta electoral, mediante propaganda ma-
liciosa o ejecución de obras concretas ofrecidas 
por el candidato o partido al que se quiere favore-
cer de manera fraudulenta; control de los medios 
de comunicación para confundir y engañar a los 
electores haciéndolos creer que el resultado es le-
gítimo; uso de la fuerza pública contra los incon-
formes; manipulación de los sistemas de cómputo 
y; soborno de las personas que cuentan los votos.

También existen lo que se ha denominado ti-
pos de fraudes y estos son, el fraude electrónico: 
que consiste en la corrupción en los sistemas in-
formáticos que cuentan los votos; el fraude me-
diático: el cual ya no es en las urnas, sino durante 
la campaña como por ejemplo desequilibrio de las 
campañas de los candidatos en los medios, favo-
reciendo a un candidato, generalmente del partido 
gobernante, desacreditando a otro, generalmente 
de la oposición; fraude en las urnas: que es el más 
común en el mundo y se da cuando reitero, de al-
guna manera un candidato se hace de votos falsos. 
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Es tan duro y crítico, hoy los procesos electo-
rales que no solamente han dañado a los electores, 
dirigentes comunales y políticos de todos los ni-
veles, sino también a funcionarios de la Registra-
duría y a los jurados de votación que antes eran 
las personas honorables de la sociedad local.

Es evidente que en Colombia hay ya una cul-
tura del “Rebusque” donde un grupo importante 
de la sociedad anhela que haya elecciones porque 
ven en estas una oportunidad económica. 

La práctica del fraude electoral que se da no 
solo en Colombia ocasiona todo tipo de reacciones. 

Ahora observemos lo que existe en cuanto a las 
elecciones de Congreso en Colombia en el 2006:

El mayor número de casos probados de fraude 
electoral, de acuerdo con el fallo del Consejo de 
Estado sobre las elecciones de Congreso en 2006, 
se registró en Antioquia, con 8.168, seguido de 
Magdalena con 4.924, Bolívar con 4.036, Córdo-
ba con 2.924, Valle con 2.590 y Bogotá con 1.924. 

Los datos de 2006 corresponden a los casos efectivamente 
comprobados por el Consejo de Estado. 

Y en cuanto a las irregularidades por departa-
mento en las elecciones de Congreso 2002 y 2006: 

NOTA: Los datos de 2002 corresponden a to-
dos los cargos formulados que llegaron al Con-
sejo de Estado. Por su parte, los datos de 2006 
corresponden a los casos efectivamente compro-
bados por el Consejo de Estado.

Esto apenas es una muestra pequeñísima de-
mostrada en unos procesos jurisdiccionales. En 
nuestras largas vidas públicas nunca habíamos 
visto una situación tan aberrante y degradante 
como las conductas practicadas de cara al proceso 
electoral y que hemos evidenciado antes, durante 
y después de las elecciones. 

Las elecciones que se realizaron este año tam-
poco fueron la excepción de prácticas irregulares 
e ilegales, como fue, reitero, la aberrante situa-
ción de debate del pasado 14 de marzo, donde 
solamente cuatro (4) meses después expidieron 
�����	�	
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mar los magistrados del propio Consejo Nacional 
Electoral que los escrutinios estaban plagados de 
acciones fraudulentas. 

El país presencia estas conductas de fraude y 
acusaciones del mismo y de todo tipo de conduc-
tas irregulares e ilícitas elección tras elección sin 
que a la fecha el Congreso de la República haya 
tomado la decisión para adoptar los correctivos 
y lo más grave de todo es que ello afecta la legi-
timidad y la gobernabilidad, y está siendo un es-
pectador pasivo suplantado en su labor activa por 
los medios de comunicación escritos, televisivos, 
radiales y por las diferentes organizaciones no 
gubernamentales, teniendo el Congreso la obliga-
ción constitucional y legal de tener una conducta 
activa. 
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En cuanto a la corrupción basta con mirar el 
Informe Anual revelado en diciembre de 2007 so-
bre corrupción en el mundo, revelado por Trans-
parencia Internacional, en el que se observa que 
los colombianos consideran que los partidos polí-
ticos son el sector más corrupto del país con una 
����������
��	�*�+����	�/&� ��	
���/� ���������-
rrupto. Le sigue el Congreso con 3.9 de media, 
luego están entre los más corruptos, la policía y 
los funcionarios del sector judicial con un prome-
dio de 3.5. 

Y en el 2009 se evidencia que la corrupción 
continúa. A los escándalos que son comunes se 
�������	�	����"��	�������$�
���	
������������
���
ese fenómeno. Primero, Transparencia Interna-
cional (TI), dijo que la percepción de Colombia 
en la materia ha empeorado cinco puestos en la 
�����������
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���@������	��
puesto 75 al 70, siendo el primer puesto el más 
corrupto–. Y dos días después, en un foro de la re-
vista Semana, la élite de los organismos de inves-
�������
��	����"��@�����!��������!���
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auditor– aseguraron que el país estaba perdiendo 
la guerra contra la corrupción. 

Lo más grave de todo lo anterior es que ello 
afecta la legitimidad y la gobernabilidad. Para 
����	
�	� ��
� �	���	� ���������� 	�� �	����� 
��
olvidar que un principio de legitimidad no pue-
�	� �	� 
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gobernantes deben tratar de conquistar el afecto 
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seguro; como un poder nacido del pueblo que tra-
baja para proporcionar a los ciudadanos el mayor 
grado de bienestar, seguridad y justicia; como un 
poder que no siente miedo y que no tiene necesi-
dad de provocar el sentimiento de miedo. No olvi-
demos que cuando la democracia alcanza el nivel 
máximo de legitimidad se convierte en la forma 
de gobierno que suscita menos temores y que tie-
ne menos necesidad de hacer sentir miedo. Y la 
democracia sólo se legitima cuanto logra desper-
tar entre las masas el culto por la igualdad. La de-
mocracia repugna los grandes desequilibrios en la 
distribución de la riqueza, en la cultura y el lujo. 

El punto de la discusión radica entonces en que 
los abstencionistas constituyen la primera fuerza 
política del país, en una proporción de la mitad 
más uno contra los que sí votamos. Ellos siem-
bran la semilla de la ilegitimidad en cada voto que 
no se deja contar a favor –o en contra– de alguien 
o de algo.

Es aquí donde la solución podría ser en estable-
cer el voto obligatorio, algo que visto en esos tér-
minos suena antidemocrático, pero que realmente 
no lo es porque se trata simple y llanamente de 
derrotar la abstención y todos los males que ella 
genera, que ella trae. La abstención es patente de 
corso para los que alegan no sentirse representa-
dos por políticos elegidos con menos de la mitad 
de los votos potenciales. 

El voto obligatorio terminaría por taparles la 
boca a los violentos, porque solo así se sabría a 
ciencia cierta qué es lo que la mayoría quiere. Es 
cuestión de conducta como pagar servicios, ba-
ñarse, cumplir citas, trabajar, pagar impuestos, 
prestar el servicio militar obligatorio, etc. Pero 
cada dos o cuatro años. El Estado asumiría la res-
ponsabilidad de que los ciudadanos se vuelquen a 
las urnas, los partidos y candidatos pueden con-
centrar sus esfuerzos en promover sus programas 
	��
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gías tratando de convencerlos para que asistan a 
las urnas; el hecho de que todos seamos ciuda-
danos crea obligaciones y una de estas es la de 
participar en los procesos democráticos. 

En este orden de ideas una propuesta de obli-
gatoriedad del voto se hace pertinente, tanto para 
aumentar la legitimidad de los gobernantes re-
sultantes del proceso democrático y de sus de-
cisiones, como para disminuir la efectividad de 
la maquinaria clientelista, nociva para la salud 
del sistema político, en tanto que los efectos del 
clientelismo serían neutralizados debido a la im-
posibilidad de cualquier máquina de extender un 
mecanismo de prebendas y servicios para una po-
blación de 29’882.147 de ciudadanos aptos para 
votar.

Por otro lado comenzará a tener un verdadero 
���
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sí posee el poder para demostrar una verdadera 
oposición cuando sea mayor su votación, a dife-
rencia de lo que ocurre con un alto abstencionis-
mo, que no conlleva ningún efecto. 

Para contextualizar el debate en el marco de 
la realidad colombiana, es importante tener en 
cuenta que Colombia es el único país de Latino-
américa donde el voto nunca ha sido obligatorio, 
a pesar de la regularidad histórica de las eleccio-
nes. No obstante, existen algunos estímulos para 
los electores. 

En los países en que existe y ha existido (en-
tre los que se cuentan Honduras, Argentina, Chi-
le, Perú, Costa Rica, Venezuela que merece co-
mentario especial más adelante, México, Bolivia, 
Ecuador, Brasil, Paraguay, Australia, Bélgica, 
Luxemburgo, Italia, Egipto), la obligatoriedad del 
voto ha logrado tasas de participación entre un 
70 y un 90%. No cabe duda de que las leyes que 
crean el voto obligatorio, son bastante efectivas 
en elevar los niveles de participación en los países 
que lo han establecido.

En Argentina existe el voto obligatorio desde 
1912; Bolivia desde 1924; Brasil desde 1932; 
Chile desde 1989; Ecuador desde 1929; Perú des-
de 1931; Uruguay desde 1997. El caso venezo-
lano es my diciente, contó con voto obligatorio 
desde 1961 hasta 1993, sin embargo, a partir de 
1975 el control por parte del Estado dejó de ser 
efectivo, es decir, no se cobraban las multas, entre 
otras irregularidades. El ejemplo más dramático 
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aparece al comparar el periodo de vigencia efec-
tiva del voto obligatorio (1961-1975) con el pe-
riodo posterior a la remoción de la medida (1993-
2004): se presentó una disminución de 43% en la 
participación electoral.

Como se evidencia en la mayoría de los paí-
ses latinoamericanos el voto obligatorio está 
establecido constitucionalmente, lo que, inde-
pendientemente de sus cuestionamientos de le-
gitimidad, implica un respaldo de decisión sobe-
rana del pueblo.

Los argumentos a favor de establecer la obli-
gatoriedad del voto en el país, hace referencia a 
la incidencia positiva que la obligatoriedad del 
sufragio tendría sobre la abstención electoral y en 
esta medida sobre la legitimidad y credibilidad de 
las elecciones en particular y de la democracia re-
presentativa en general.

El voto obligatorio puede convertirse en un an-
�"�����	�������
�������
�������
�������	
�����
procesos electorales y contra las prácticas corrup-
tas, en aras de la depuración y la transparencia 
electoral. 

Muchos analistas y académicos consideran 
que votar es un deber ciudadano que se desprende 
o va de la mano de su condición de derecho ciuda-
��
���K��	$	������	��������	�Q	��������������
se hace un deber si se tiene en cuenta la función 
política del voto”. Además, como sostiene Kel-
sen, el voto obligatorio no coarta la libertad del 
ciudadano en tanto que sólo lo obliga a participar 
	
� ��� 	�	����
!� �	�� 
�� �
���	� 	
� ��� ��
	�� �	�
����� �	�� �������
�!� 
�� 	$	�	� �
��	
���� ����
��
sobre su voto”.

El objetivo fundamental del cumplimiento del 
deber de votar es, sin duda, la de formar la vo-
��
�������"������	��
�� ����	�������� $����������
�
teórica jurídica del voto obligatorio reside en la 
tesis de que la realización del derecho político de 
participar en la designación de la representación 
política es sinónimo de deber cívico. 

Nuestra Constitución Política consagra en el 
Capítulo V del Título II (������(���������/����
-
��������Lo siguiente:

Artículo 95. '
��
��
����������
�����
���-
���
����������������������
����	��
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�
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������
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� �	$��� ���� �
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������ �� �	
	������

para quienes concurran y participen en las urnas, 

como establecer las sanciones para quienes en 
������
$����������
��������
���
�������������
!�
y para ello establecer los mecanismos y procedi-
mientos para hacerlas realmente efectivas y no 
suceda lo de Venezuela; por supuesto, se tendrá 
también que establecer las excepciones para quie-
nes no puedan cumplir con esta obligación, como 
sucede en Argentina y Perú con las personas ma-
yores de 70 años, los jueces, vigilantes, escoltas, 
que entre otros deban laborar mientras dure el 
acto comicial y los enfermos con la respectiva 
�	��������
��\������

 

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación Leyes
Bogotá, D. C., 31 de agosto de 2010 
Señor Presidente: 
]�
�	���
��	���	��	����	�����	�����	��K�-

yecto de Acto Legislativo número 14 de 2010 Se-
nado,���������	
����������
����
����	���������
�
��������	������������
����������
"�me permito 
pasar a su Despacho el expediente de la mencio-
nada iniciativa que fue presentada en el día de hoy 
ante Secretaría General. La materia de que trata el 
mencionado proyecto de acto legislativo, es com-
petencia de la Comisión Primera Constitucional 
Permanente, de conformidad con las disposicio-
nes reglamentarias y de ley. 

El Secretario General,
�������/�����(
#	�
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PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 31 de agosto de 2010 
De conformidad con el informe de Secretaría 

General, dese por repartido el proyecto de acto 
legislativo de la referencia a la Comisión Primera 
Constitucional y envíese copia del mismo a la Im-
�	
���̂ ����
�����
�	���
��	���	��	������������	
�
la Gaceta del Congreso. 

Cúmplase. 

El Presidente del honorable Senado de la Re-
pública,

3��
���4��������5���
��
�

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,

�������/�����(
#	�

P R O Y E C T O S   D E   L E Y
PROYECTO DE LEY NÚMERO 137  

DE 2010 SENADO
�����
��	
������6
��
��
�������
�������������

#	����
"�������4��#
����7�
������(��&�
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Exáltase la memoria del jurista, 

doctor Benjamín Iragorri Díez, tres veces Rector 
de la Universidad del Cauca, gestor de su nacio-
nalización, Decano de la Facultad de Derecho y 
Ciencias Políticas y Sociales, fundador del Ins-
tituto de Ciencias Penales, Profesor Emérito y 
cofundador del Conservatorio de Música; Juez 
Superior, Magistrado del Tribunal Superior de 
Popayán, Magistrado del Tribunal Contencioso 
Administrativo del Cauca, Magistrado de la Sala 
de Casación Penal de la Corte Suprema de Justi-
cia; ilustre humanista, tratadista de derecho penal, 
���������!��'���������������	���������"�����

Artículo 2°. La Universidad del Cauca erigirá 
un busto del Profesor Benjamín Iragorri Díez que 
se exhibirá permanentemente en las instalaciones 
de la Biblioteca de la Facultad de Derecho, la cual 
����
�!� �	� ������"� con la siguiente inscripción: 
“�7�������������������
����
�8�������
����
Cauca ����
���
�������
����9
������4��#
����
7�
������(��&:��

Artículo 3°. Una selección de las obras del 
Profesor Benjamín Iragorri Díez será publicada 
por la Facultad de Derecho de la Universidad del 
Cauca.

Artículo 4°. Cada tres años se realizará en la 
Facultad de Derecho de la Universidad del Cauca 
una jornada para conmemorar la vida y obra del 
Profesor Benjamín Iragorri Díez, con participa-
ción de la comunidad académica y el foro nacio-
nal, y énfasis en el análisis y debate de temas de 
derecho penal contemporáneo. 

Artículo 5°. Créase el Instituto de Investigacio-
nes Jurídicas, Políticas y Socioeconómicas de la 
Facultad de Derecho de la Universidad del Cauca, 
el cual tendrá por objeto realizar estudios en di-
chas materias, con el propósito de profundizar en 
el conocimiento de nuestra realidad cambiante y 
plantear propuestas de solución a su problemáti-

ca, adelantar labores de formación académica, ca-
pacitación investigativa, prestación de servicios, 
asesoría técnica y divulgación de resultados.

Artículo 6°. Esta ley rige desde su promulga-
ción.

Honorables Congresistas,

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Desde su fundación el 11 de noviembre de 

1827, bajo la Presidencia del General Francisco 
de Paula Santander, la Universidad del Cauca ha 
consolidado una tradición de excelencia huma-

����!���	
�"�������������!���	������
������������
uno de los centros de estudios superiores más 
importantes del país; logro a cuya consolidación 
contribuyó en grado sumo la gestión del jurista 
Benjamín Iragorri Díez, bajo cuya rectoría adqui-
rió el estatus de establecimiento público del orden 
nacional. 

La universidad es formidable núcleo de cons-
trucción de sociedad, cultura y saber. Y siendo la 
del Cauca pionera y líder de dicha tarea en la re-
gión suroccidental de la Nación, corresponde al 
Congreso de la República asociarse a conmemo-
raciones que honran la memoria de los forjadores 
de ese noble propósito, como ocurre con el cen-
tenario del nacimiento en Popayán del Maestro 
Benjamín Iragorri Díez, cuyo meritorio y virtuo-
so periplo vital, siempre al servicio de la justicia, 
el derecho y el arte, impone exaltar su memoria 
como humanista, ciudadano y servidor público 
ejemplar. 

Exaltación que no se puede reducir al recono-
cimiento formal, sino que exige acciones mate-
riales concretas, encaminadas a preservar uno de 
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los legados del doctor Iragorri Díez, patrimonio 
de la academia nacional: el Instituto de Ciencias 
Penales de la Facultad de Derecho de la Univer-
sidad del Cauca, transformado hoy en Instituto de 
Investigaciones Jurídicas, Políticas y Socioeco-
nómicas. 

El Congreso de la República, facultado por el 
canon 150-15 del Estatuto Constitucional y en 
ejercicio de sus atribuciones legislativas, honra la 
memoria del ciudadano Benjamín Iragorri Díez, 
quien prestó invaluables servicios a nuestro país.

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL  

(Arts. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)
El día 31 del mes de agosto del año 2010, se ra-

dicó en la plenaria del Senado el Proyecto de ley 
número 136, con todos y cada uno de los requisi-
tos constitucionales y legales, por los honorables 
Senadores ;��.�(
����+
�
&
�"�'	���<���
���5�-
lasco.

El Secretario General,
�������/�����(
#	�

SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación Leyes
Bogotá, D. C., 31 de agosto de 2010 
Señor Presidente: 
]�
�	���
��	���	��	����	�����	�����	��K�-

yecto de ley número 137 de 2010 Senado, por la 
�	
�� ��� �6
��
� �
� ������
� ��� ��������� #	����
"�
������ 4��#
���� 7�
������ (��&"� me permito pa-
sar a su Despacho el expediente de la menciona-
da iniciativa que fue presentada en el día de hoy 
ante Secretaría General. La materia de que trata el 
mencionado proyecto de ley, es competencia de 
la Comisión Segunda Constitucional Permanente, 
de conformidad con las disposiciones reglamen-
tarias y de ley. 

El Secretario General,
�������/�����(
#	�

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENA-
DO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 31 de agosto de 2010 
De conformidad con el informe de Secretaría 

General, dese por repartido el proyecto de ley de 
la referencia a la Comisión Segunda Constitucio-

nal y envíese copia del mismo a la Imprenta Na-
���
�����
�	���
��	���	��	������������	
����Gace-
ta del Congreso. 

Cúmplase. 
El Presidente del honorable Senado de la Re-

pública,
3��
���4��������5���
��
�

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,

�������/�����(
#	�
* * *

PROYECTO DE LEY NÚMERO 138  
DE 2010 SENADO
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���� �� ��� ��������� �
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�������������������
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���
���
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�����
�
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Medicina o Cuidados Paliativos. 

Son los cuidados que se utilizan en las personas 
con diagnóstico Terminal y su propósito es apli-
car una serie de tratamientos dirigidos a mejorar 
la calidad de vida del enfermo, permitiéndole así 
prepararse con tranquilidad para morir. 

Artículo 2°. Mediante esta ley se reglamenta 
el derecho a que las personas que padezcan una 
Enfermedad Terminal puedan ser atendidos de 
manera integral por personal médico especializa-
do y a no ser obligados a recibir procedimientos 
�	��\�������	#�����
�������
�	���
��	���
�	-
var la vida cuando el diagnóstico es una enferme-
dad avanzada, progresiva e incurable. 

Artículo 3°: El objeto de esta ley, es que los 
enfermos terminales tengan derecho a ser aten-
didos de manera integral y ante una enfermedad 
degenerativa e irreversible, por expreso deseo del 
paciente, pueda desistir de la aplicación de medi-
�����\������	#�����
�������
�	���
��	�����
-
gar la vida y prohibir el enseñamiento terapéutico, 
entendida como el derecho de todo ser humano a 
experimentar una muerte en paz, de acuerdo a la 
dignidad trascendente de la persona humana, sin 
prolongar la existencia por medios extraordina-
rios o desproporcionados, dejando en claro que en 
ningún momento la vida se interrumpe por parte 
del personal médico, si lo hay, el suministro de 
asistencia y auxilio normal para este tipo de ca-
sos, incluyendo el manejo de la enfermedad con 
la denominada medicina paliativa.

Artículo 4°. Enfermo Terminal. Persona que 
se encuentra sometida a graves padecimientos fí-
sicos, producto de accidente o enfermedad dege-
nerativa, que en virtud de UNA JUNTA DE MÉ-
DICOS CON DIAGNÓSTICO CERTIFICADO 
formalmente, se puede colegir más allá de la duda 
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razonable que la enfermedad es de carácter GRA-
VE e irrecuperable y la muerte es inevitable en 
tiempo relativamente corto. 

Artículo 5°. Derechos del Paciente Termi-
nal. El paciente que se encuentre en estado de 
Enfermedad Terminal tendrá los siguientes dere-
chos, además de los consagrados para todos los 
pacientes: 

Relación Médico-Paciente: Vínculo que se 
establece entre médico y paciente, con ocasión 
de la solicitud libre y espontánea de la prestación 
del servicio. Este derecho implica el cuidado y 
recibir la dedicación de los esfuerzos y conoci-
mientos médicos del tiempo y por supuesto a la 
información. 

Derecho a la información: Este derecho im-
plica que en el ejercicio de derecho a la autono-
mía privada, el paciente luego de la información 
�\���������	
�"����	
�	�����	
�������	����	�	��
primer responsable de las decisiones que se to-
men sobre su salud siempre y cuando las condi-
ciones de madurez y conciencia lo permitan, esta 
información claramente detallada dará la oportu-
nidad al paciente de tomar las decisiones para el 
tratamiento posterior. 

Derecho a cambiar de médico: En el caso de 
que las posiciones luego del diagnóstico médico, 
sean irreconciliables, el paciente siempre podrá 
acudir a otro profesional. 

Derecho a la asistencia: Entendida como el 
conjunto de actividades propias de la profesión 
médica orientadas a cuidar la salud del paciente, 
implícita a la atención médica paliativa, asistencia 
sicológica, atención de síntomas y signos propios 
de la enfermedad, manejo del dolor, etc. 

Artículo 6°. Queda totalmente prohibido el 
Enseñamiento Terapéutico. Conjunto de trata-
mientos médicos y quirúrgicos, encaminados a 
sostener la vida y que ocasionan prolongación 
precaria y penosa de la existencia sin lograr mejo-
ría alguna en las condiciones de salud del paciente 
terminal, la aplicación de tecnología en unidades 
de cuidados intensivos que no permite al enfer-
mo ningún tipo de comunicación con su familia y 
obstruye de tal forma la autonomía de la persona 
que esta no pueda manifestar su voluntad, gracias 
�� ��� ���������
��	��	�������	
�"�������	� ��� ��-
posibilitan. De esta forma se aleja al enfermo del 
amor de sus seres queridos y del calor humano sin 
esperanza ninguna de recuperación. 

Artículo 7°. Las características de la Enfer-
�	���� 	̀��
�����
�	���
��	���	��������
�����
efectos regulados por esta ley deberían acogerse a 
lo estipulado por ella. 

Artículo 8°. Son requisitos, para considerar 
viable la solicitud escrita los siguientes: 

Irreversibilidad en el estado de salud del pa-
ciente, diagnosticada por el médico especialista 
tratante. 

Que el paciente sea mayor de 18 años (DE-
BERÍA EXISTIR EL CONSENTIMIENTO DEL 
MENOR AVALADO POR LOS PADRES EN 
RAZÓN DE LA EDAD). 

Manifestación formal realizada por escrito de 
la voluntad del paciente, si se encuentra en estado 
consciente, ante la presencia de un notario. 

En estado inconsciente únicamente podrá aco-
gerse la voluntad si se ha elaborado el documento 
con anterioridad. 

Que la enfermedad cause sufrimientos in-
aguantables, aunque estos sean causados en pe-
riodos de tiempo esporádicos o que haya produci-
do un estado vegetativo o de muerte cerebral. 

Que el paciente haya sido informado del ca-
rácter incurable de su enfermedad, por parte de 
un médico especializado en el tipo de enferme-
dad tratada, y posea constancia escrita en la que 
se exponga la enfermedad, sus consecuencias, 
anexando exámenes donde pueda ser observado 
claramente el tipo de patología. 

Que el paciente haya sido informado por el 
médico especializado que lo asiste, sobre la ino-
perancia de las drogas administradas en la mejo-
ría de su enfermedad y las posibles consecuencias 
que puedan derivar en la calidad de vida.

El concepto de este médico debe siempre estar 
acompañado del de dos (2) médicos especializa-
dos, también de diferentes entidades médicas que 
hayan estudiado el caso. 

Que el paciente decida con base en sus creen-
cias religiosas, que el optar por una muerte natu-
ral es su mejor opción. 

La opción de someterse a la medicina palia-
tiva puede estar plasmada dentro del mismo do-
cumento, y en caso de no ser así, será respetado 
el derecho del individuo a someterse a este tipo 
de cuidados por parte de una institución médica o 
en su mismo hogar siempre podrá acogerse a este 
tipo de cuidados que apacigüen el dolor aun sin 
contemplarse por escrito, ya que esto forma parte 
del tratamiento normal que pueda aplicarse a un 
enfermo Terminal. 

Artículo 9°. Todas las IPS públicas y privadas 
del segundo nivel en adelante, deberán crear su 
Unidad de Cuidados Paliativos de acuerdo con la 
reglamentación que establezca el Ministerio de la 
Protección Social. 

Parágrafo 1°. Las Unidades de Cuidados Pa-
liativos estarán incluidas en el POS (Plan Obliga-
torio en Salud). 

Parágrafo 2°. Las Unidades de Cuidados Pa-
liativos deberán contar con un equipo de Profe-
���
��	�������	
�	����������������	������{�

a) Médicos especialistas en medicina del dolor. 
b) Médicos anestesiólogos. 
c) Sicólogos. 
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d) Enfermeras con especialidad en este tipo de 
cuidados.

e) Personal instruido mediante cursos de bio-
ética.

f) Trabajadoras sociales. 
Artículo 10. Las Unidades de cuidados palia-

tivos, deberán contar con la infraestructura nece-
saria y exigida para prestar el servicio y la medi-
cación que se suministre deberá tener la debida 
aprobación del Invima y demás organismos de 
control. 

Artículo 11. El paciente en Estado Terminal 
puede escoger entre permanecer en la institución 
	��	�"����	
�	�	
����|
������	�]��������K����-
tivos, o acceder a los mismos desde su hogar. 

Artículo 12. El personal médico de cualquier 
entidad de salud pública o privada, deberá respe-
tar y acatar la voluntad escrita del paciente e in-
cluirla dentro de la historia clínica de este. 

Artículo 13. *�6��� ��� ��	������ ��
���
��
���� ��� ��%����� *�����
��� El documento deberá 
contener: 

}�~��
���	�	���	
��������
��	������	
�	��
* La manifestación clara, expresa y nítida de 

no querer ser sometido a medidas o medios cien-
�"�����	#�����
����� ��� �������
�������
��	��	��
de un enfermo terminal. En el mencionado docu-
mento deberá expresar con claridad los medios 
que rechaza, por ejemplo: resucitación cardiopul-
��
�!�	�������
��	��
��������������!��	������
invasivas de nutrición, diálisis renal o cualquier 
otra que pueda ser posteriormente creada. 

}� ��	
��������
� �	� �	��
��� ��
� 
'�	��� �	�
cédulas y direcciones, que puedan ser localiza-
das y puedan avalar la voluntad del paciente en el 
caso de imposibilidad física de entregar el docu-
mento del mismo o de manifestarlo. Será sustento 
se este documento este proyecto de ley. 

Artículo 14. La organización médica que esté 
atendiendo al paciente en estado terminal, deberá 
respetar su voluntad, si esta se encuentra manifes-
tada de la forma que establece la presente ley y 
con el lleno de requisitos exigidos por la misma, 
no podrá prolongarse la permanencia en unidad 
de cuidados intensivos si no es la voluntad del pa-
ciente. 

Artículo 15. En el caso de que el paciente ter-
minal opte por el cuidado en su residencia, las IPS 
públicas o privadas deberán continuar con la asis-
tencia domiciliaria al paciente. 

Artículo 16. Objeción de conciencia. Si el 
médico tratante no está de acuerdo con la decisión 
del enfermo terminal de suspender el tratamiento 
extraordinario, podrá declinar la responsabilidad 
de su atención e informarlo de su derecho a esco-
ger otro médico. 

Artículo 17. Los Entes Territoriales, Departa-
mentos, Distritos y Municipios deberán disponer 
dentro de los seis (6) meses siguientes a la vigen-
cia de la presente ley, al menos de una Unidad de 
Cuidados Paliativos. 

Artículo 18. K�������������
��	�������
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éticos que se presenten durante la atención de los 
pacientes terminales, las Unidades de Cuidados 
Paliativos deberán contar con la asesoría de los 
Comités Bioéticos Clínicos de la Unidad Hospi-
talaria a la que pertenezcan y del Comité Bioético 
Clínico local correspondiente. 

Parágrafo 1°. Los Entes Territoriales deberán 
en un término de seis (6) meses, constituir el Co-
mité Bioético Clínico correspondiente.

Artículo 19. La presente ley rige a partir de su 
sanción.

Del honorable Senador,
=��
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
A través de los tiempos han sido centro de in-

quietudes en todas las civilizaciones, las historias 
de la vida y de la muerte, es por ello, que en el de-
sarrollo de la historia se ha venido evolucionando 
�������
�	���\�
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la medicina y de la ingeniería genética, que han 
llevado a un conocimiento más profundo del ser 
humano, hasta el punto, que inclusive apareció y 
se desarrolló la bioética como ciencia que estudia 
y a la vez modera, todos los fenómenos y avan-
�	����	
�"�������	�����	�
���	�����������	��
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somáticamente y que paralelamente hicieran olvi-
dar otros valores, tales como la autonomía de la 
voluntad y el respeto por la búsqueda de lo mejor 
para ella en un sentido integral, el que indudable-
mente, está contemplado por la ética. 

Entendiendo que el arte de curar implica fun-
damentalmente y como lo asevera la Organiza-
ción Mundial de la Salud; la búsqueda de bien-
estar y esta sólo puede darse en una plenitud de 
conocimiento y toma de decisiones por parte de 
quienes tienen que someterse a un acto médico, 
surgieron algunos principios (como la autonomía 
y el discernimiento, en la toma de decisiones pos-
terior al llamado “consentimiento informado”, 
�	
	��	
���������	���	
������ �	����	
���������&�
que tuvieron especial aplicación en caso de tras-
plantes de órganos y material anatómico, fecun-
dación médicamente asistida y estadios termina-
les en pacientes con patología general. 

Precisamente este último aspecto, el de los 
estadios terminales en pacientes graves, hace ya 
tiempo que es motivo de debate y controversia en 
diferentes congresos del planeta. 

Sabemos que hoy, enfermos en estados o fases 
terminales siguen sin gozar del respeto a la auto-
nomía de su voluntad, no permitiéndosele decidir 
lo que es realmente lo mejor para ellos (y contra-
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diciendo, por tanto, el principio bioético de la be-
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a través de este proyecto de ley al cuerpo médico 
representado en sus diferentes asociaciones, al 
Episcopado colombiano y a todas las que en nues-
tro país se interesen por las cuestiones éticas, a 
los familiares de los enfermos en estado terminal 
y algunos pacientes trasplantados, los organismos 
que regenten la salud en nuestro país, que nos per-
miten discutir y sacar conclusiones con relación 
a este tema de tanta trascendencia, que todos ha-
blan de él, sufren por él, pero que en el momento 
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����
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le garantice a los enfermos terminales una mejor 
calidad de vida. 

~
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el siglo XX y recibir el Nuevo Milenio, la situa-
ción de los pacientes terminales se enmarquen en 
nuestra legislación para eliminar de una vez por 
todo para no darle paso a la eutanasia y garantizar 
la calidad de vida de estos pacientes eliminando 
de una vez por todas la eutanasia como acto deli-
�	�����������	��
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Sabemos que estamos tocando un tema que 
afecta a muchos habitantes de nuestro país, di-
rectamente (sean pacientes o médicos), o indirec-
tamente en cuanto a parientes, amigos o quienes 
estamos profundamente preocupados porque la 
dignidad de los enfermos y su calidad de vida sea 
una realidad; junto al  respeto que, como perso-
nas merecen su opción y las decisiones que tomen 
dentro de lo que conocemos como “Autonomía de 
la Voluntad”. 

Creo que se hace necesario dar una respues-
ta al clamor de la gente, votando una ley que es 
fundamental para la aplicación de la bioética, im-
prescindible para permitir una justa equidad entre 
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respeto a la persona humana. La ciencia y la ética 
no deben ni pueden contraponerse, sino avanzar 
juntas. 

En este sentido les solicito a los honorables Se-
nadores de la República, su colaboración para que 
este proyecto de ley sea una realidad. 

Atentamente,
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Honorable Senador de la República�
SENADO DE LA REPÚBLICA

SECRETARÍA GENERAL 
(Arts. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)

El día 31 del mes de agosto del año 2010, se ra-
dicó en la plenaria del Senado, el Proyecto de ley 
número 138, con todos y cada uno de los requi-
sitos constitucionales y legales, por el honorable 
Senador =��
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El Secretario General,
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SENADO DE LA REPÚBLICA
SECRETARÍA GENERAL

Tramitación Leyes
Bogotá, D. C., 31 de agosto de 2010.
Señor Presidente: 
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yecto de ley número 138 de 2010 Senado, me-
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dan calidad de vida, me permito pasar a su despa-
cho el expediente de la mencionada iniciativa que 
fue presentada en el día de hoy ante Secretaría 
General. La materia de que trata el mencionado 
proyecto de ley, es competencia de la Comisión 
Séptima Constitucional Permanente, de confor-
midad con las disposiciones reglamentarias y de 
ley.

El Secretario General,
�������/�����(
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PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 31 de agosto de 2010 
De conformidad con el informe de Secretaría 

General, dese por repartido el proyecto de ley de 
la referencia a la Comisión Séptima Constitucio-
nal y envíese copia del mismo a la Imprenta Na-
���
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����Gace-
ta del Congreso. 

Cúmplase. 
El Presidente del honorable Senado de la Re-

pública,
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El Secretario General del honorable Senado de 
la República,
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